
 
VERSIÓN PÚBLICA DE VOTO PARTICULAR 

 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de  Coahuila 
de Zaragoza 

 
  
VOTO PARTICULAR1 que formula el magistrado LUIS EFRÉN RÍOS VEGA dentro 
del Recurso de Apelación 13/2020-T  
 
 
Garantía de acusación por hecho determinado | Garantía de imposición de las 
penas | Aplicación de reglas de concurso de delitos y penas accesorias ante la 
omisión de Ministerio Público de solicitarlas al juzgador 
 
 

Con base en el artículo 9º de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza2, razono mi «posición  
disidente» del fallo de esta Sala Colegiada Penal, a partir del 
siguiente: 
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TABLA DEL VOTO PARTICULAR 
RECURSO DE APELACIÓN 13/2020-T 

 
SENTENCIADO 

M.A.C.C.3 

 
ACTO IMPUGNADO 

Sentencia definitiva de fecha 10 de enero de 2020, dictada por el Juez Segundo de Primera 
Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Río Grande.  

 
DATOS DEL CASO 

Proceso Penal: 71/2018  
Delitos: daños culposos y lesiones graves de disfunción parcial permanente de  órganos 
o facultades culposas 

 
CUESTIÓN PRINCIPAL 

Aplicación de las reglas de concurso de delitos y aplicación de la pena accesoria, 
consistente en la suspensión y/o inhabilitación para conducir, ante la omisión del 
Ministerio Público de solicitarlas en los momentos procesales oportunos. 

  
 

RESUMEN 
1. El sentenciado fue condenado por la comisión de los delitos de daños culposos y 

lesiones graves de disfunción parcial permanente de  órganos o facultades 
culposas. 

2. Solo el Ministerio Público se inconforma con el fallo de primer grado, y esgrimió 
entre sus agravios que la autoridad de origen: 1) no individualizó  la pena de 
prisión por cada uno de los delitos cometidos por el inculpado; y 2) no aplicó la 
pena accesoria consistente en la suspensión e inhabilitación para conducir 
vehículos y obtener licencias y permisos para conducir. 

3. La sentencia de segunda instancia determinó previo estudio de los motivos de 
inconformidad, que resultan infundados; también precisó que: 1) la 
representación social fue omisa en solicitar la aplicación de la regla de penalidad 
por concurso de delitos, en los momentos procesales oportunos para tal efecto, 
pero no obstante ello de igual forma resulta improcedente el agravio pues el juez 
de origen si realizó la individualización por cada uno de los delitos; y 2) que el juez 
de origen actuó con apego a los límites acusatorios que se precisaron en la acción 
penal, y resolvió sin exceder la acusación a fin de no transgredir las garantías que 
amparan a todo gobernado sujeto a proceso, en razón de que el Ministerio Público 
no lo solicitó en el momento procesal oportuno, razones por las que se confirma 
la sentencia apelada.   

4. Coincido en desestimar los demás agravios; no obstante, difiero en el argumento 
de que no se aplica la regla de concurso de delitos y la pena accesoria consistente 
en  la suspensión e inhabilitación para conducir vehículos y obtener licencias y 
permisos para conducir, porque no se solicitó por el representante social  en el 
momento procesal oportuno, ello en virtud de que el artículo 21 Constitucional 
establece que  la imposición de las penas es facultad propia y exclusiva de la 
autoridad judicial. 

 
TEMAS CLAVES 

Actividad acusatoria del Ministerio Público  | Facultad exclusiva del juzgador para la  
imposición de la pena | La garantía de no impunidad del delito. | Aplicación de penas 
accesorias | Aplicación de reglas del concurso  

 

 
3  Los datos personales del sentenciado se omiten para su debida protección y quedan resguardados 

en el expediente judicial.  
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I. LA CUESTIÓN DEL VOTO PARTICULAR 
 

1. Mi posición coincide con las consideraciones del fallo 
de la Sala Penal en el sentido de desestimar los agravios que 
presenta la Fiscalía. 

 
2. Sin embargo, no estoy de acuerdo de manera específica con 

la argumentación realizada en el proyecto de que si el Ministerio 
Público no solicita en tiempo y forma la aplicación de la regla del 
concurso, o bien, la penalidad accesoria que en este caso es la 
suspensión de conducción de vehículos, esa circunstancia de 
omisión implica necesariamente la imposibilidad por parte de la 
autoridad judicial de imponer las penas; porque, a mi juicio, tal 
conclusión es contraria a lo previsto por el artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos4 que 
establece que la imposición de las penas es propia y exclusiva de 
la autoridad judicial para garantizar la no impunidad del delito 
como finalidad del proceso penal.  
 

II. GARANTÍA DE ACUSACIÓN POR HECHO DETERMINADO COMO 

DELITO 
          

3.  El sistema de justicia penal engloba una serie de 
garantías de acusación por hecho determinado, litis cerrada y 
separación entre funciones acusadoras y juzgadoras que tienen 
como propósito garantizar la defensa adecuada en juicio. 

 

 4. En su vertiente de distribución de funciones, el sistema 
acusatorio implica una rígida separación de la labor que 
desempeñan quienes intervienen en el proceso penal: nadie puede 
ser juez ni parte acusadora al mismo tiempo.  

 

 5. La Constitución5 asigna al Ministerio Público el deber 
de investigación, persecución y acusación de los delitos.  
 

6. A virtud de esa encomienda, el representante social se 
da a la tarea de buscar y recabar pruebas sobre los hechos 
posiblemente constitutivos de delito y la intervención del activo en 
su comisión; la actividad indagatoria se despliega principalmente 
durante la averiguación previa, en la que una vez reunidos datos 

 
4  En adelante Constitución. 
5  Véase artículo 21  de la Constitución.  
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bastantes que acrediten el cuerpo del delito y hagan probable la 
responsabilidad del inculpado, ejercitará la acción penal ante la 
autoridad judicial6. 

 
 7. Cuando el representante de la sociedad ejercita la 
acción penal debe precisar su acusación por hecho que como tal 
debe determinar para iniciar el proceso penal. En ese sentido, el 
CPP establece claramente los requisitos que debe contener la 
acusación del Ministerio Público7. 

  

 8.  La acusación por hecho determinado, solo comprende 
los hechos determinados que concretizan históricamente al tipo 
penal del delito o delitos por los que se asusa, a fin de que los 
mismos se hagan saber al acusado, para que conozca la naturaleza 
y causa de la acusación y pueda contestar el cargo8. 

 
6  Véase artículos 4, 5 y 6 del CPP; 1°, 7°  y  302 de la Ley de Procuración de Justicia del Estado de 

Coahuila de Zaragoza.  
7  Véase artículos 34, 35, 36 y 37 del CPP, que establecen:  

“ARTÍCULO 34. ACUSACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO AL INICIAR LA ACCIÓN 
PENAL, POR HECHO DETERMINADO QUE INTEGRE TIPO PENAL. En capítulo especial del 
pedimento por el que inicia la acción penal, el Ministerio Público determinará en proposiciones 
sencillas y concretas, con relación a cada inculpado:  

I.FUNDAMENTOS DE LA ACUSACIÓN. Qué delitos le imputa. Para ello, citará sus nombres y los 
fundamentos legales que prevean al tipo penal de cada hecho por el que acuse al inculpado. Además, 
pedirá que se imponga a aquél las penas que corresponda; para lo cual invocará la penalidad legal 
aplicable a cada delito; con inclusión de las reglas por concurso, según proceda.  

II. CONCRECIÓN DE LOS ELEMENTOS DEL TIPO PENAL. Qué hecho o hechos determinados 
motivan su acusación. Cuidándose de precisar, en qué hace consistir la intervención del inculpado 
y las circunstancias de los demás elementos típicos esenciales para la punibilidad de cada hecho; 
según el o los delitos por los que lo acuse.   

Cuando el tipo penal del delito tenga conductas, circunstancias y/o modalidades alternas, el 
Ministerio Público precisará en qué hace consistir sólo aquéllas por las que acuse.   

En cualquier caso será innecesario que el Ministerio Público relacione por aparte cada circunstancia 
con su elemento típico. Pero éstas se contendrán en el hecho por el que acuse y, en su caso, motivará 
en forma especial las circunstancias agravantes.   

III. ENUNCIACIÓN DE LOS DATOS QUE INDIQUEN LA CULPABILIDAD PENAL. Qué 
circunstancias indican la culpabilidad penal del inculpado”.   

“ARTÍCULO 35. DENUNCIA O QUERELLA POR HECHO DETERMINADO QUE INTEGRE 
TIPO PENAL. El Ministerio Público al iniciar la acción, se podrá remitir a los hechos de la denuncia 
o querella, sólo si en ellas se determinaron aquéllos en la forma que prevén las fracciones II y III del 
artículo anterior”.   

“ARTICULO 36.- ANTECEDENTES DEL HECHO TÍPICO PENAL. En la acusación del 
pedimento que inicia la acción, se podrán incluir en capítulo aparte los antecedentes que se 
consideren necesarios de los hechos típicos penales”.  

“ARTÍCULO 37. PRESUPUESTO NECESARIO PARA EL DESARROLLO VÁLIDO DE LA 
RELACIÓN PROCESAL. Sólo los hechos que se determinen en la forma que señalan los artículos 
34 o 35, se tendrán como acusación de parte legítima para el desarrollo válido del  proceso penal” 

 
8  GARANTÍA DE ACUSACIÓN POR HECHO DETERMINADO. SU IMPACTO EN EL 

PRODECIMIENTO PENAL. T.P. 541/96. Sentencia 623/96. 05 de septiembre de 1996. Magistrado 
ponente: Antonio Bercherlmann Arizpe, Secretario de estudio y cuenta: Luis Efrén Ríos Vega. 
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 9. Debe enfatizarse que la codificación adjetiva de la 
materia, contempla como obligación del órgano de acusación al 
ejercitar acción penal, señalar los delitos que imputa, sus nombres 
y fundamentos legales que prevén al tipo penal de cada hecho por 
el que acuse al inculpado, así como establecer que hecho o hechos 
determinados motivan su acusación, cuidándose de precisar, en 
que hace consistir la intervención del inculpado y las 
circunstancias de los demás elementos típicos esenciales para la 
punibilidad de cada hecho; según el o los delitos por los que acuse.  

 

 10. La enunciación del hecho atribuido en los términos 
descritos, cobra capital importancia por dos razones: primero, 
porque otorga certeza al enjuiciado de saber contra qué 
defenderse, garantizando el derecho de audiencia y defensa que 
constitucionalmente9 operan a su favor; y segundo, porque el 
juzgador deberá examinar si el hecho de la acusación, encuadra en 
los contornos conceptuales de la figura típica en particular.  

 

11. Es decir, el órgano de decisión realizará el juicio de 
tipicidad, entendido como la constatación plena del 
encuadramiento exacto entre los componentes de una hipótesis 
delictiva descrita en la ley y un hecho concreto acontecido y 
probado en el mundo fáctico10; actividad en la que 
imperativamente la autoridad judicial se constriñe al pedimento 
acusatorio, sin posibilidad de rebasar su límite11.  

 

 12. En razón de lo anterior, es imprescindible que el 
órgano de acusación concrete su acusación por hecho 
determinado, en los términos previstos por el  CPP. En caso de no 
ser así, dicho ordenamiento establece la manera en que debe 
proceder el juez, quien deberá ordenar aclarar el pedimento que 

 
9  Véase artículos 14 y 20 de la Constitución. 
10  PRINCIPIO DE LEGALIDAD. LA TIPICIDAD CONSTITUYE SU BASE FUNDAMENTAL Y 

RIGE, CON LOS PRINCIPIOS DE TAXATIVIDAD Y DE PLENITUD HERMENÉUTICA 
DERIVADOS DE AQUEL, COMO PILAR DE UN SISTEMA DE DERECHO PENAL DE UN 
ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, 
febrero de 2006, pág. 1879. 

11  Véase artículo 486 del CPP que  en lo que interesa establece:  
“ARTICULO 486. LIMITES ACUSATORIOS DE LA JURISDICCION. 
En la sentencia, el juzgador sólo podrá considerar las cuestiones de hecho y de derecho que se 
plantearon en la acusación. Bien será en el pedimento por el que se inició la acción penal o en el de 
conclusiones; según corresponda. Sin rebasar su límites en ningún caso.  
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inicia la acción penal si el mismo no cumple con acusar por hecho 
determinado.12 

 

 13. De igual manera, prevé la falta en que incurrirá el juez 
por desatender las garantías de acusación y audiencia, al no 
mandar aclarar el pedimento que inicia la acción penal.13  

 

 14. Y, finalmente el ordenamiento adjetivo penal enuncia 
las consecuencias procesales por incumplir con las garantías de 
acusación y audiencia, consistentes en la nulidad de pleno de 
derecho de la diligencia de declaración preparatoria, cuando en  
esa diligencia se omite dar a conocer al inculpado el hecho 
determinado que se le atribuye, éste no se hacen constar en el acta 
y el Ministerio Público omitió hacerlo antes en la forma prevista 
por los artículos 34 y 35 del propio cuerpo de leyes14.  

 

 15. Acorde a lo anterior, a mi juicio, el resultado de 
inobservar las garantías que operan a favor del inculpado ya 
precisadas, importan relación sustancial con el hecho atribuido, es 
decir, con la materia de la acusación, exclusivamente.  

 

 16. Sin embargo, ello no impacta sobre la precisión de la 
regla de penalidad que corresponda aplicar al juez de manera 
exclusiva, sin perjuicio de que el representante social pueda 
invocar pero ello no determina una condición ni límite al juzgador.  

 
12             Véase artículo 38 del CPP que establece:  

ARTICULO 38 ACLARACION DE PEDIMENTO POR DEFECTOS SUSTANCIALES AL 
DETERMINAR EL HECHO TÍPICO PENAL. El juzgador ordenará aclarar el pedimento que inicia 
la acción penal, si en éste se incumple con acusar por hechos determinados de acuerdo con los 
artículos 34 o 35. El auto que ordena aclarar, contendrá los motivos, razones y fundamentos para esa 
determinación.  

13            Véase  artículo 39 del CPP que establece: 
ARTICULO 39 FALTA POR DESATENDER LAS GARANTIAS DE ACUSACION Y 
AUDIENCIA. Incurrirá en falta el juzgador que no mande aclarar el pedimento que inicia la acción 
y por el cual se pida orden de aprehensión o comparecencia, sin que en aquél se acuse por hechos 
determinados conforme a los artículos 34 o 35.  
Incurrirá en igual falta, si al consignarse con detenido se lleva a cabo la diligencia de declaración 
preparatoria, sin que la acusación se determine a más tardar al iniciar aquella. En ésta, el  Ministerio 
Público podrá determinar la acusación en forma oral.  

14           Véase artículo 40 del CPP que establece 
ARTICULO 40. CONSECUENCIAS PROCESALES POR INCUMPLIR LAS GARANTIAS DE 
ACUSACIÓN Y AUDIENCIA.  
Será motivo para anular de pleno derecho la diligencias de declaración preparatoria, así como las 
actuaciones y resoluciones posteriores, salvo las que no se puedan renovar; al igual que para ordenar 
la libertad del inculpado:  
Si en esta diligencia se omite darle a conocer el o los hechos determinados de que se le acusa; o 
éstos no se hacen constar en el acta y el Ministerio Público omitió hacerlo antes en la forma que 
señalan los artículos 34 o 35.  
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III. GARANTÍA DE IMPOSICIÓN DE LAS PENAS 
  
 17. De los principios de legalidad y jurisdiccionalidad15 se 
deriva que la imposición de la pena es consecuencia de la 
realización de un hecho que la ley señala como delito, siendo 
necesario que la pena se encuentre establecida en la propia ley y 
sea exactamente aplicable al hecho delictuoso de que se trata. 
 
 18. El artículo 21 de la Constitución establece que la 
imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 
judicial.  

  

19. La aplicación de sanciones es el acto por el que el 
juzgador, con plena autonomía y de forma individual y concreta, 
impone las penas que le corresponden a la persona que comete un 
delito, en los términos que la legislación prevé. 

 

 20. La Declaración Universal de los Derechos Humanos16 
señala que no se impondrá pena más grave que la aplicable en el 
momento de la comisión del delito17. 

 

 21.  El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos18 
prevé que todas las personas tienen el derecho a no tener una pena 
más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito19. 

 

 22. La Corte Interamericana de Derechos Humanos20 ha 
afirmado que corresponde a la autoridad judicial desarrollar un 
juicio de proporcionalidad al momento de imponer la pena 
privativa de la libertad. Dado lo anterior, corresponde a la 
autoridad judicial imponer medidas de esta naturaleza únicamente 
cuando acredite que son: (i) idóneas para cumplir con el fin 
perseguido, (ii) necesarias, en el sentido de que sean 
absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que 

 
15  Véase artículos 14, 16 y 21 de la Constitución; 1 y 11 del Código Penal de Coahuila de Zaragoza 

vigente al momento de los hechos 
16             En adelante Declaración UDH 
17             Véase artículo 11 segundo párrafo de la Declaración UDH  
18             En adelante Pacto IDCP 
19            Véase articulo2, 9 14 y 15 del Pacto IDCP 
20            En adelante Corte IDH 
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no exista una medida menos gravosa respecto al derecho 
intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma 
idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto, y (iii) que resulten 
estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio 
inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte 
exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen 
mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad 
perseguida 21. 

 

 23. Por imperativo constitucional la pena debe ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado22; 
ese principio se acoge por el código local23. El legislador cumple 
el referido mandato al establecer en la ley la sanción atendiendo a 
los factores enunciados por la propia carta magna, 
proporcionando así un marco penal abstracto que permita al juez 
individualizar la pena, teniendo en cuenta las circunstancias de 
cada caso.  

 

 24. El ente encargado de fijar en concreto la pena, por su 
parte, debe atender a las diversas circunstancias y reglas 
establecidas en la normativa aplicable para determinar la sanción 
a imponer. Es decir, realizará una ponderación entre los diversos 
factores previstos en la ley bajo las pautas que para ello se ha 
estipulado en la legislación.  

 

25. El Código Penal del Estado vigente al momento de los 
hechos, en su artículo 104 prevé las lineamientos que el juez debe 
observar para determinar el grado de punibilidad del sentenciado 
en los delitos culposos y con ello fincar el reproche respectivo; de 
igual forma en el apartado F del artículo 103 del ordenamiento en 
cita, establece  que en caso de concurso de delitos, queda 
prohibido fijar de manera conjunta los elementos del arbitrio 
judicial, respecto a todos o algunos de los delitos concursantes; de 
lo que se obtiene que tratándose de varios delitos, se fijará un 
grado de punibilidad para cada uno de ellos. 

 

 
21          Véase Caso Jenkis vs Argentiva. Sentencia de 26 de noviembre de 2019, párrafo 76 
22 Véase primer párrafo del artículo 22 de la Constitución. 
23  Véase artículo 9 del Código Penal de Coahuila de Zaragoza vigente al momento de los hechos. 
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 26. En esa labor, el juzgador debe ceñirse al examen de las 
circunstancias de ejecución que rodearon el evento delictivo 
concretado por el sentenciado, y determinar de manera  fundada 
y motivada su relevancia al tema de la imposición de la pena24. 

 

 27. Ahora bien, acorde al principio de división de la carga 
procesal, la autoridad judicial se encuentra imposibilitada para 
imponer, en forma oficiosa, penas por delitos diversos a los 
constitutivos de la acusación en atención a que los que son materia 
de acusación, ya que éstos constituyen el límite de la jurisdicción25. 
 

 28. Sin embargo, en el supuesto de acusación por dos 
delitos, como en el caso, los que se estimaron plenamente 
demostrados al igual que la responsabilidad penal del inculpado 
en su comisión; la interrogante que surge es determinar si la 
autoridad judicial debe aplicar las reglas del concurso que se 
deriva de la actualización de los delitos, y tambien aplicar las  
reglas de penas accesorias que corresponden aún y cuando 
expresamente el órgano técnico no lo solicitó en su pedimento 
respectivo.  

 

 29. La mayoría de la Sala Penal establece que no, en 
atención a que el representante social no solicitó en el momento 
procesal oportuno aplicar las reglas del concurso de delitos y la 
aplicación de la pena accesoria, consistente en la suspensión y/o 
inhabilitación para conducir26. 

 

 30. Disiento de ese argumento, porque a mi juicio el 
juzgador esta constitucionalmente facultado para la imposición de 
las penas por los delitos solicitados por el Ministerio Público en su 
pedimento acusatorio, asi como la imposición de las penas 
accesorias que correspondan, sin que sea necesario que el órgano 
técnico pida expresamente la aplicación de las penas conforme a 

 
24  Véase CULPABILIDAD. SU GRADO SE DETERMINA EXCLUSIVAMENTE CON LOS 

ASPECTOS OBJETIVOS QUE CONCRURRIERON AL HECHO DELICTUOSO, SIN ATENDER 
A LOS ANTECEDENTES PENALES DEL PROCESADO. (LEGISLACION VIGENTE DEL 
ESTADO DE COAHUILA) Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, pág. 1601 

               INDIVIDUALIZACION DE LA PENA. CONTROL CONSTITUCIONAL DEL ARBITRIO 
JUDICIAL (LEGISLACION APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. Plenos de Circuito. 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 43, Tomo III, junio de 2017, 
pág. 1911.  

 
25  Véase artículos 486 del CPP. 
26  Véase artículos 34, 466 y 467 del CPP 
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las reglas del concurso de delitos y las reglas de la pena accesoria, 
consistente en la suspensión y/o inhabilitación para conducir, en 
atención a que tal regla corresponde al ámbito de imposición de 
las sanciones. 

 

31. Por tanto, es suficiente que la representación social 
acuse por hechos delictivos constitutivos de un concurso ideal de 
delitos, y que la imposición de la pena de prisión o la conseción 
de la condena condicional ameriten suspender de manera 
accesoria los derechos de conducir, para que la autoridad judicial 
pueda imponer las penas conforme a las reglas exactamente 
aplicables a esa figura concursal y a la de suspensión de derechos 
mismos que el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza 
vigente al momento de los hechos, contempla en sus numerales 
74, 84, 88 y 129.  

 

32. Así las cosas, la autoridad judicial debe aplicar las 
reglas del concurso de delitos y la suspensión de derechos como 
pena accesoria, sin que ello implique que se convierta en Juez y 
parte, porque al actuar en los términos citados, en realidad atiende 
el mandato  de imposición de las penas previsto por el artículo 21 
Constitucional, que le es propio y exclusivo, cumplimiento que 
evidentemente se supedita a que funde y motive suficientemente 
su actuación, e individualice de manera específica la suspensión 
de los derechos, además de que en ningún momento  podrá 
imponer pena alguna respecto de un delito que no haya sido 
materia de acusación.  

 

33. Así se pronunció la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 1ª/J.5/93, 
Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo XXI, Mayo de 2005, página 8927, en la que determina que el 

 
27 CONCURSO DE DELITOS, FACULTAD EXCLUSIVA DE LAS AUTORIDADES JUDICIALES 

EN LA IMPOSICIÓN DE LAS PENAS. Si la autoridad judicial, al analizar los hechos delictivos 
delimitados por el Ministerio Público en sus conclusiones, se percata que existe un concurso real de 
delitos, debe aplicar las penas correspondientes con base en dicho concurso, independientemente 
de que la institución acusadora haga o no expresa referencia en sus conclusiones a la aplicación de 
dicha regla. Sin que ello implique que la autoridad judicial rebase la acusación del Ministerio 
Público, porque tal regla atañe a la imposición de las sanciones que es facultad propia y exclusiva 
del órgano jurisdiccional, en términos del artículo 21 constitucional. Máxime que el Juez, al imponer 
las penas, no realiza un acto meramente mecánico, sino que goza de arbitrio judicial para calificar la 
gravedad del delito y el grado de culpabilidad del agente, en función a lo cual debe necesariamente 
determinar la pena, toda vez que ésta, por mandato de ley, debe ser individualizada. Tal 
individualización que corresponde exclusivamente a la autoridad judicial y de ningún modo puede 
realizar el Ministerio Público. Así pues, concluir de manera distinta anularía de facto el arbitrio del 
que está dotada la autoridad judicial para la imposición de las penas, y llevaría al absurdo de dejar 
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juez se encuentra facultado constitucionalmente para aplicar las 
reglas del concurso de delitos, con independencia de que el 
representante social peticione o no sobre ese tema.  

 

IV. GARANTÍA DE NO IMPUNIDAD DEL DELITO 

34. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento 
de los hechos, proteger al inocente, que el culpable no quede 
impune y que los daños causados por el delito se reparen28;  a su 
vez la Constitución contempla un catálogo de derechos a favor de 
la víctima y ofendido29.  

 

35. En consonancia con ello, la Ley General de Víctimas  y 
la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza prevén  
como derecho de las víctimas que los autores de los delitos y de 
las violaciones de derechos, con el  respeto al debido proceso, sean 

 
que la función jurisdiccional permanecería supeditada a no poder hacer nada fuera de lo 
expresamente pedido por el representante social, con lo que se le otorgarían a ésta facultades fuera 
del límite de sus funciones, invadiendo con ello las del juzgador. Lo anterior, con independencia de 
que el juzgador no puede introducir en sus fallos penas por delitos que no hayan sido motivo de la 
acusación, ya que con ello no sólo se agravaría la situación jurídica del procesado, sino que incluso 
el Juez estaría invadiendo la órbita del Ministerio Público, a quien por mandato constitucional 
corresponde la persecución de los delitos, violando con ello el principio esencial de división de 
poderes. Es necesario precisar, que el criterio que ahora se establece no se contrapone con el 
contenido de las garantías de legalidad, seguridad jurídica, defensa y exacta aplicación de la ley, 
previstas en los artículos 14, 16 y 20, fracción IX, de la Carta Magna, ya que con el mismo no se 
autoriza al juzgador a actuar con base en atribuciones que no tiene expresamente concedidas en la 
Constitución y en las leyes secundarias; aunado a que la decisión del Juez de actualizar la existencia 
de un concurso de delitos y sancionar por el mismo, está supeditada a que funde y motive 
suficientemente su actuación, aunado a que no podrá imponer pena alguna respecto de un delito 
que no haya sido materia de acusación; además, de que el acusado tendrá oportunidad de conocer 
las conclusiones del Ministerio Público y dar respuesta a las mismas al formular las que 
corresponden a su defensa, todo esto previo al dictado de la sentencia respectiva en la que se le 
determine la punición de la autoridad judicial, en términos del numeral 21 de la Constitución 
Federal. 

Varios 12/2004-PS. Solicitud de modificación a la tesis de jurisprudencia 1a./J. 5/93, derivada de la 
contradicción de tesis 12/91, entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito. Solicitante: 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 23 de febrero de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.  

Tesis de jurisprudencia 5/93. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veinte de abril de dos mil cinco. 

Nota: En términos de la resolución de 23 de febrero de 2005, pronunciada por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el expediente varios 12/2004-PS, relativo a la solicitud de 
modificación de la tesis de jurisprudencia número 1a./J. 5/93, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Octava Época, Número 75, marzo de 1994, página 11, se publica nuevamente 
la jurisprudencia citada con las modificaciones aprobadas por la propia Sala. 

 
28  Véase artículo  20 apartado A fracción I de la Constitución  
29  Véase artículo 20 apartado C de la Constitución  
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enjuiciados y sancionados; así como a obtener una reparación 
integral por los daños sufridos30.  

 

36. De la normatividad citada se desprende que opera en 
favor de las víctimas la garantía de no impunidad del delito, que 
se traduce en imponer la pena establecida por la ley a la persona 
que actualice una conducta delictuosa; lo anterior comprende 
tanto la aplicación de las reglas de concurso de delitos, cuando el 
sentenciado comete diversos hechos que actualizan alguna de las 
figuras de concurso previstas en la ley, como la aplicación de la 
suspensión de derechos en este caso de conducir, cuando la pena 
de prisión o la concesión de la condena condicional lo amerite. 

 

37. Por tanto, al asumir que el juzgador solo puede 
imponer la pena solicitada por el Ministerio Público, a mi juicio, 
tal criterio genera impunidad, ya que el sentenciado se estaría 
beneficiando de una pena reducida a la que no tiene derecho; 
aunado a que la función jurisdiccional permanecería supeditada a 
lo expresamente pedido por el representante social, en detrimento 
de las garantía de no impunidad del delito sin que exista un 
procedimiento de pena negociada o un criterio de oportunidad 
que implique una sanción más favorable por otro tipo de figuras 
legales que no operan en el caso. 

 

V. CONCLUSIONES 
 
 
  38. Coincido con las consideraciones del fallo en 
desestimar el agravio consistente que la juez de origen omite 
determinar el grado de culpabilidad por cada uno de los delitos, 
pero no por el argumento que se adopta en el proyecto sobre no 
aplicarse las reglas del concurso de delitos, en atención a que el 
Ministerio Público no lo solicitó, sino más bien, porque la juez en 
efecto, si atendió a ese criterio, y  si individualizó cada uno de los 
delitos. 
 
 39. Difiero, por tanto del argumento de que no pueden 
aplicarse las reglas de concurso ideal de delitos y la pena accesoria 
consistente en la suspensión de derechos de conducir, ante la 

 
30           Véase artículo 10 de la Ley General de Víctimas; 9 fracción III 10 fracción IV de la Ley de Víctimas   

del      estado de Coahuila de Zaragoza.   
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omisión del representante social de solicitarlas, puesto que ello se 
opone a la facultad propia y exclusiva de la autoridad judicial para 
imponer las penas, prevista por el artículo 21 Constitucional, lo 
que genera impunidad del delito.  
 

Por todo lo expuesto, razono mi posición particular. 
 
 
 

LUIS EFRÉN RÍOS VEGA 
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